Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 5 minutos) 


-Continúa la consideración de la Carpeta N* 1403/2008 sobre abreviación de los procesos 
laborales. 


En la última sesión habíamos quedado en el artículo 10, con respecto al cual se habían 
formulado algunas observaciones. A propósito de ello, la Presidencia efectuó una consulta al doctor 
Zapirain -asesor del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- cuyo informe fue distribuido a los 
señores Senadores integrantes de la Comisión. El planteamiento efectuado por este reconocido 
catedrático creo que solventa la cuestión. 


Por lo tanto, la Mesa ahora solicita opinión sobre la propuesta que formula con respecto a la 
redacción del artículo 10, a la que voy a dar lectura. “Artículo 10.- RECONVENCIÓN, CITACION Y 
NOTICIA DE TERCEROS. En ningún caso procederá la reconvención, el emplazamiento o la noticia de 
terceros. 


Cuando por las circunstancias previstas en los artículos 3" y 6% de la presente norma, no haya 
mediado instancia de conciliación previa, el demandado, si entiende que existe un tercero responsable, 
al contestar la demanda podrá individualizarlo. Pudiendo este ser emplazado si así lo considera el 
actor; en tal caso, aquel no podrá objetar la procedencia de su emplazamiento y deberá comparecer 
dentro del término de diez días hábiles perentorios e improrrogables, por escrito en la misma forma 
prevista para la contestación de la demanda.” 


Esa es la modificación propuesta. Las observaciones se habían originado en la hipótesis de 
que quizás el demandado no pudiera concurrir a la audiencia en virtud de que en el pueblo o villa 
donde vive no hubiera una institución donde se pudiera llamar a la audiencia previa, o cuando se diera 
la circunstancia del artículo 6%, que expresa que si el trámite administrativo no hubiere culminado 
dentro de los treinta días contados a partir de la solicitud de audiencia, el trabajador podrá solicitar una 
constancia con la que podrá interponer la demanda. Si eso ocurre, este artículo también le da la 
posibilidad al demandado de que individualice a un tercero, dándosele un plazo perentorio de diez días 
para que comparezca. Esta era la objeción que se había planteado. 


SEÑORA DALMÁS.- Estoy de acuerdo con el contenido de esta redacción porque soluciona las 
dificultades observadas en la anterior; no obstante, creo que podemos darle una mejor puntuación. Por 
lo tanto, propongo que luego de donde dice: “al contestar la demanda podrá invidualizarlo” debería ir 
una coma y a continuación la palabra “pudiendo” con minúscula. Dicha frase quedaría así: “Cuando por 
las circunstancias previstas en los artículos 3" y 6* de la presente norma, no haya mediado instancia de 
conciliación previa, el demandado, si entiende que existe un tercero responsable, al contestar la 
demanda podrá individualizarlo, pudiendo este ser emplazado si así lo considera el actor. En tal caso, 
aquel no podrá objetar la procedencia de su emplazamiento”, etcétera. No sé si los señores 
Senadores están de acuerdo, pero entiendo que es un error comenzar una frase con la palabra 
“pudiendo”. 


SEÑOR ABREU.- Como principio general, habíamos planteado la posibilidad de hacer la citación a 
terceros y además, como parte de nuestras preocupaciones, habíamos mencionado alguna de las 
circunstancias que está contemplando este artículo sustitutivo. Una de ellas es la conciliación previa y 
la otra es la que plantea el artículo 6%. El fundamento, según se dice, tiene que ver con la idea de 
limitar estratagemas judiciales que dilatan los procesos laborales. En realidad, nuestro argumento de la 
citación de terceros no está fundado en la estratagema judicial, sino en la necesidad de permitir que se 
tenga seguridad jurídica en la citación y en la convocatoria de aquellos que se entienda que pueden 
realmente integrar el litigio. Es más, distinguimos en la instancia procesal lo que es la audiencia de 
conciliación del proceso laboral -que es distinta- porque la audiencia de conciliación se celebra en 
otra sede y la demanda comienza a instaurarse dentro del proceso laboral. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Proceso laboral previo. 


SEÑOR ABREU.- Nuestra preocupación radicaba en no ingresar en el tema de las estratagemas 
judiciales -que podría tener algún fundamento- y en dar el máximo de certeza jurídica para que se 
entienda que en el proceso judicial o litigioso puede ser citado un tercero -habida cuenta de la 
importancia que tiene en las relaciones laborales, sobre todo hoy, la participación bastante plural de 
muchos actores- permitiéndose, entre otras cosas, la garantía al demandante  -en este caso, el actor- 
de ir realmente contra quien es responsable y está citado en el proceso judicial. 


Por eso, si bien comprendemos y aceptamos que este artículo recoge la preocupación inicial 
con respecto a algunos temas puntuales que planteamos en la Comisión, seguimos sosteniendo como 
principio general que debe existir la posibilidad de citar a terceros, fundamentalmente en defensa del 
demandante y no del demandado. Creemos que eliminar esto fragiliza la posición del demandante -del 
actor- al que se trata de beneficiar. En ese sentido, insistimos en que la posibilidad de la citación a 
terceros debe estar presente en el litigio, es decir, en la instancia de carácter procesal fuera de la 
audiencia de conciliación, que es otra etapa. 


SEÑOR LEZAMA.- Por supuesto que comparto la necesidad de dar las mayores garantías en el 
proceso, pero creo que hay que buscar un equilibrio para permitir que la Justicia realmente llegue a 
tiempo y responda a quien necesita que se pronuncie. Por lo tanto, considero que el planteo de este 
artículo y los demás mecanismos que se establecen en este proyecto de ley son suficiente garantía y, 
al mismo tiempo, cumplen con el objetivo principal de que esto se haga lo más rápidamente posible. 


En síntesis, reitero que comparto la propuesta porque considero que el plazo establecido es 
suficiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 10, con la modificación planteada por la Presidencia. 
(Se vota:) 

-4 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 11. 

(Se lee:) 


“Artículo 11.- TRASLADO DE LAS EXCEPCIONES. De las excepciones opuestas se dará 
traslado al actor por el plazo de tres días hábiles. Vencido el plazo o contestado el traslado, se dictará 
resolución, si correspondiere.” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Si no me equivoco, el traslado de las excepciones está vinculado al artículo 12, 
relativo a la resolución sobre las excepciones. El artículo 11 establece que se dará traslado al actor por 
el plazo de tres días hábiles, y nosotros no somos partidarios de darle tan poco tiempo porque creemos 
que estamos tratando de defender al trabajador. En nuestra opinión, tres días hábiles es poco tiempo 
para poder manejarse, y por eso somos partidarios de mantener los seis días. Tanto es así que 
nosotros sabemos que la lentitud que existe en el ámbito jurisdiccional nada tiene que ver con la que 
se da en el ámbito administrativo y que, muchas veces, este último es menos garantista. Si bien lo que 
queremos brindar acortando plazos son estas garantías, eventualmente estaríamos perjudicando al 
actor al fijar plazos tan cortos. En consecuencia, creemos que es necesario dar más tiempo para poder 
contestar las excepciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia desea dejar la constancia de que el actor está amparado en 
forma excepcional en todo el proyecto de ley, en lo que tiene que ver con acortar el proceso y, como 
decía el señor Senador Lezama, permitirle que se haga justicia respecto a su reclamo en un plazo 
prudente. Sin embargo, ese actor también tendrá que estar atento al desarrollo del proceso y, en el 
caso de que se le opongan excepciones, deberá contestarlas dentro de los tres días establecidos. 
Dado que se trata de un proceso sencillo, en el que normalmente los elementos que pueden fundar 


una excepción pueden ser rápidamente evaluados, considero que este artículo, tal como está 
redactado, justamente lo obliga a hacerse cargo y a estar atento a la realización del proceso. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 12. 
(Se lee:) 


“Artículo 12. RESOLUCIÓN SOBRE LAS EXCEPCIONES. Todas las excepciones serán 
resueltas en la sentencia definitiva, salvo la de incompetencia por razón de territorio o de cuantía. En 
este caso la sentencia se dictará en plazo de seis días y admitirá recurso de apelación con efecto 
suspensivo, que deberá ser interpuesto en plazo de tres días y sustanciarse con un traslado a la 
contraparte por igual término.” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Habíamos sostenido, en consonancia con lo que había expuesto la doctora 
Mangarelli, la necesidad de incluir dentro de las posibilidades de la resolución para la sentencia 
definitiva, la excepción de la prescripción y la incompetencia. ¿Cuál era el argumento? Que no era 
razonable realizar una prueba de rubros que están prescriptos; incluso, todos los rubros que se 
reclaman pueden estarlo. En ese caso, en el proceso se estaría originando una pérdida de tiempo del 
tribunal y de los recursos, para terminar con una sentencia que acoge la prescripción. En ese sentido, 
partimos de la base que se podría incluir la prescripción para que no fuera incorporada en la última 
etapa. Incluso, creo que la inquietud fue recogida por alguno de los comparecientes al decir que podría 
estar analizada la prescripción total. Buscando una mayor economía procesal, si el Juez entiende que 
puede ser aceptable la prescripción, se le daría mayor celeridad y eficiencia a la actividad 
jurisdiccional; no se le incorporaría una carga de rubros en materia de prescripción cuando el Juez 
puede definirse con celeridad al inicio. Eso redundaría en beneficio del resto de la actividad judicial 
porque, como venimos sosteniendo hasta ahora, este proyecto de ley va a recargar en forma inusitada 
la acción jurisdiccional y habrá muchísimos juicios laborales que, desde nuestro punto de vista, van a 
compensar -precisamente por estos temas- los esfuerzos que se quiera hacer en lo referente al 
acortamiento de los plazos. 


Por tanto, nuestra propuesta es incluir la prescripción como una de las excepciones, además 
de la incompetencia, para ser resueltas por el Juez antes de dictarse la sentencia definitiva. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera agregar algo a lo que estaba expresando el señor Senador Abreu. Creo 
que además de la excepción de prescripción, tendría que ser de previo pronunciamiento la excepción 
de pago, por ejemplo. Si se presenta y se aduce que se pagó la transacción, tendría que ser de previo 
pronunciamiento, por una razón de economía procesal, a fin de que no siga todo el proceso y luego 
terminemos con un asunto que pudo haberse resuelto con anterioridad. 


SEÑOR LEZAMA.- Me parece que estamos incorporando rubros para resolver previamente cosas que 
son de diferente carácter. En lo formal, no tiene sentido continuar con un juicio cuando el propio Juez 
va a declarar su propia incompetencia, pero lo demás hace al fondo del asunto; me refiero tanto a la 
prescripción como al pago. Creo que perfectamente pueden esperar al resultado definitivo del juicio, 
porque hacen a la esencia misma del litigio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación a la prescripción, sucesivas leyes han modificado los plazos 
dentro de los cuales prescribe el derecho a reclamar. Creo que en alguna medida no se ha incluido 
porque seguramente habrá casos en los cuales, dada la vinculación de los tiempos, puedan darse 


situaciones en que existan reclamos que ahora puedan formularse y antes no porque el plazo de 
prescripción era menos extenso. No sé si me explico con claridad. 


Entonces, creo que eso debe resolverse en la sentencia definitiva porque es un caso que 
tiene que examinar con mucho cuidado el que va a dictar una sentencia. Por tanto, estoy de acuerdo 
con ese criterio. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 


“Artículo 13.- DILIGENCIAMIENTO DE LA PRUEBA. Dentro de las cuarenta y ocho horas de 
recibido el escrito de contestación de demanda o de traslado de las excepciones al actor, el tribunal 
fijará el objeto del proceso y de la prueba, se pronunciará sobre los medios probatorios y ordenará el 
diligenciamiento de la que corresponda, instrumentando todo lo que sea necesario para agotar su 
producción en la audiencia única. 


En caso de allanamiento total a la pretensión o cuando no se hubiera contestado la demanda 
en tiempo, el tribunal fijará fecha para el dictado de la sentencia definitiva.” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- La práctica nos muestra que en muchas oportunidades -por la complejidad del 
proceso laboral y por los rubros que se discuten- no es posible terminar en una audiencia única. 
Entonces, restringir y obligar, por ejemplo, “instrumentando todo lo que sea necesario para agotar su 
producción en la audiencia única”, es algo que va más allá de la preocupación de que se acorten los 
plazos y de que sea más eficiente el funcionamiento de la justicia en materia laboral. Por tanto, esto va 
más allá de lo que la práctica en general puede administrar, porque una cosa es un juicio simple y, otra, 
uno con rubros de distinta naturaleza y con complejidades que van más allá de un reclamo de carácter 
salarial. Sin perjuicio del principio, deberíamos buscar una fórmula para que el propio juez, al no poder 
diligenciar todo en una única audiencia, pueda tener un plazo para citar a otra audiencia. Esto es lo que 
surge de la práctica laboral. Incluso, esto fue citado por muchos de los invitados que fueron 
convocados para asesorar a la Comisión. 


Somos partidarios de eliminar la siguiente expresión: “instrumentando todo lo que sea 
necesario para agotar su producción en la audiencia única”, finalizando el artículo en “diligenciamiento 
de la que corresponda”. De esa manera damos cierta flexibilidad al Juez, en el caso de que no pudiera 
por razones prácticas o, simplemente, de imposibilidad física, diligenciar o cumplir con todas las etapas 
que entienda conveniente en esa sola audiencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo está redactado teniendo en cuenta que el Juez va a hacer todo lo 
posible para que los medios de prueba que sean ofrecidos se puedan materializar dentro de la 
brevedad de los tiempos. Y me parece que es bueno que esto ocurra así, de manera de agotar la 
producción de esa prueba en una audiencia única. En definitiva, hay que pedirle un esfuerzo mayor al 
tribunal, de manera de ser congruente con el deseo de abreviar el proceso. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 14. 
(Se lee:) 


“Artículo 14.- AUDIENCIA ÚNICA. Las partes deberán comparecer a la audiencia en forma 
personal, salvo que a juicio del tribunal exista un motivo justificado que habilite la comparecencia por 
representante. La inasistencia no justificada del actor a la audiencia, determinará el archivo de los 
autos. En caso de inasistencia no justificada del demandado, el tribunal dictara sentencia de inmediato, 
teniendo por ciertos los hechos afirmados por el actor en la demanda y estando a la prueba obrante en 
autos con anterioridad a la audiencia. 


Iniciada la audiencia, se cumplirán las siguientes actividades: 


1) Las partes ratificarán el contenido de la demanda y de la contestación, y podrán aclarar 
sus extremos, si a juicio del tribunal resultaren oscuros o imprecisos. 


2) El tribunal ordenará el pago de los rubros o montos no controvertidos con las condenas 
accesorias preceptivas y los recargos, reajustes e intereses que correspondan, y tentará la 
conciliación en los demás. Esta resolución será apelable sin efecto suspensivo y constituirá título 
de ejecución. 


3) El diligenciamiento de toda la prueba pendiente que el tribunal estime necesaria. 


4) Las resoluciones dictadas en el curso de la audiencia, así como la que fija el objeto del 
proceso y de la prueba y provee sobre los medios probatorios admitirán recursos de reposición y 
apelación con efecto diferido, los que deberán proponerse y anunciarse, respectivamente, en la 
propia audiencia. 


5) Las partes podrán formular sus alegatos de bien probado en la audiencia o reservarse 
hacerlo por escrito dentro del plazo, que fije el tribunal, que no podrá exceder de diez días 
corridos. En tal caso, el término para dictar sentencia definitiva quedará reducido en el mismo 
número de días dispuestos para alegar por escrito”. 


-En consideración. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Quisiera hacer una observación con respecto a las consecuencias de la 
inasistencia sin justificación del actor. El artículo señala lo siguiente: “La inasistencia no justificada del 
actor a la audiencia, determinará el archivo de los autos. En caso de inasistencia no justificada del 
demandado, el tribunal dictará sentencia de inmediato”. Con respecto al primer caso, ¿qué significa el 
archivo? ¿Se archiva sin perjuicio de algo? ¿Cuál es el alcance? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no dice nada, se entiende que es sin perjuicio de. Todos los archivos que 
disponen las normas son “sin perjuicio”; a veces, esto se dispone expresamente, pero en este caso no 
se lo hace con el ánimo de que se entienda que tiene que comparecer. Es decir que actúa como un 
incitador. Si alguien utiliza el proceso laboral, que la ley ha abreviado para defender sus derechos, y 
cuando se lleva a cabo la audiencia -que se produce después de todo un proceso previo- no 
comparece, se entiende que es casi un juicio de desistimiento. Ahora bien, el Juez va a evaluar la 
situación. Por ejemplo, si se presenta un escrito en donde se solicita que se saque del archivo para 
volver a empezar, el Juez puede no dar a lugar. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Entiendo lo que señala el señor Presidente, pero me cuesta visualizar la 
situación en el siguiente sentido. Recién se señalaba que cuando se archiva el expediente es casi 
como un desistimiento pero, aparentemente, no lo sería. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es expreso; es tácito. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Entonces, sería un desistimiento y, en ese caso, debería iniciar un nuevo 
juicio y no desarchivar el expediente... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Senador, que lo interrumpa... 
SEÑOR SANGUINETTI.- Simplemente, estoy intentando entender el texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el Tribunal, en el caso de que ocurra este tipo de situaciones, debe 
evaluarlas. Me refiero a si se solicita que se extraiga del archivo tal o cual asunto que fue planteado en 
su momento y que, por razones que no pudo justificar, la persona no estuvo ahí. Acá se habla de 
inasistencia no justificada; la persona puede no asistir y decir que no lo hizo, por ejemplo, porque 
estuvo con 40* de fiebre. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Este es el comienzo; en el artículo está prevista esa situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. Pero en todos los otros casos hay una especie de presunción de que la 
persona está desistiendo, aunque expresamente no se lo dice. En todo caso, esto le da armas a la 
persona que no asistió ni probó para que pueda decir al Juez que no lo pudo hacer porque estaba 
imposibilitado. 


Creo que esto, tal como está redactado, es equilibrado y compele al actor a cumplir una ley 
que le favorece en el sentido de abreviar el juicio y facilitar que cobre lo que le deben, si es que no se 
cumplió, por parte del demandado, con las normas que se acordaron. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero efectuar dos o tres comentarios. 


Estaba leyendo los comentarios que nos hizo la doctora Mangarelli, que comparto. No me 
parece propio del principio de igualdad que consagra la Constitución de la República el hecho de 
admitir que tenga efectos jurídicos absolutamente diferentes la inasistencia, según sea del actor o del 
demandado. Aquí todos somos iguales ante la ley; en este caso, si el actor no concurre a la audiencia y 
no lo justifica, se archivan los autos, pero si sucede lo mismo con respecto al demandado, se dicta 
sentencia por parte del Juez, teniendo por ciertos los hechos afirmados por el actor en la demanda. 
Entonces, me parece que en los dos casos hay consecuencias jurídicas bien diferentes y no veo la 
razón para que esto termine resultando así. 


Además, la audiencia única de este régimen, que busca dar mayor celeridad al proceso -y 
en eso estamos de acuerdo; es decir, con el objetivo- en los hechos puede no cumplirse porque en los 
juicios laborales hay mucha prueba testimonial. Aquí va a haber conciliación y diligenciamiento de toda 
la prueba, lo que no parece muy compatible. En la actualidad se hacen dos audiencias distintas, 
mientras que aquí se establece que la prueba y la conciliación tendrán lugar a la vez, en una misma 
audiencia. Entonces, supongamos que haya treinta testigos: será imposible que les tome declaración a 
todos ellos en una sola audiencia. De repente, aun persiguiendo el mismo objetivo, deberíamos buscar 
que hubiera alguna prórroga de la audiencia o, por lo menos, una audiencia más. 


Esto también pasa con la prueba por oficios. ¿Qué pasa si no llega la prueba? ¿La va a 
descartar el Juez? Esto no lo dice el artículo. Aclaro que la prueba por oficio es aquella en la que, 
normalmente, se producen mayores demoras porque los organismos del Estado no contestan en 
tiempo y forma, pues para hacerlo a veces insumen tiempos siderales. Esta prueba puede resultar 
importante y no está prevista la solución de la prueba por informes. 


Considero que aquí habría que darle algún escape a esto y prever la prórroga de la audiencia 
O la fijación de una nueva porque, en los hechos, el artículo puede resultar inaplicable. 


Por otra parte, como dijimos, no coincidimos con el hecho de que se traten en forma diferente 
las inasistencias del actor y del demandado. 


SEÑOR ABREU.- Quiero reflexionar sobre este mismo tema. 


El artículo que se propone modifica las disposiciones del Código General del Proceso al 
establecer un tratamiento diferencial entre el actor y el demandado, pero además incluye un elemento 
adicional porque, en realidad, cuando no comparece el actor, se dispone el archivo de las actuaciones. 
En realidad, este tema debería asimilarse al desistimiento, porque el Código General del Proceso dice 
que toda expresión de desistimiento debe formularse especificamente concretando su contenido y que 
el desistimiento puede hacerse antes de existir sentencia ejecutoriada. Es así que podrá desistirse del 
proceso en cualquier estado y, en este caso, el Tribunal ordenará el archivo de las actuaciones. Quiere 
decir que -ya que estamos en una posición muy clara de abreviación de todo lo que significa el litigio 
procesal- la no presencia del actor significa su desistimiento y, por tanto, como consecuencia de la 
interpretación de este tema, se produce el archivo de las actuaciones. Si hacemos referencia al 
“archivo de las actuaciones” en términos generales, parece que queda una especie de limbo jurídico. 


Por otro lado, si queremos abreviar, tenemos que decir al actor que si no está presente 
desiste, sobre todo porque al demandado, o sea, a la otra parte, le señalamos que si no se encuentra 
damos por aceptados todos los reclamos que hace el demandante. Esta es una alteración bastante 
fuerte de la igualdad de las partes en el proceso. 


Creo que deberíamos analizar este tema más allá de la relación tuitiva del Derecho Laboral, 
porque me parece que estamos ante conclusiones excesivamente radicales y muy separadas, tanto 
para una parte como para la otra. Por eso, señor Presidente, pensamos que deberíamos volver al 
Código General del Proceso tal como está planteado y no incluir este artículo que altera la igualdad de 
las partes en el proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que al optar por la redacción de la ley tal como hemos hecho 
al considerar este proyecto, partimos de la base de que el esquema procesal era distinto al del proceso 
civil normal. Creo que esto se hace sobre la base de una concepción, que consiste en abreviar el juicio 
para que la parte que habitualmente es más débil en la relación laboral tenga la posibilidad efectiva de 
hacer valer sus derechos. Además, me da la impresión de que no se lee con detenimiento que 
efectivamente se “dictará sentencia de inmediato, teniendo por ciertos los hechos afirmados por el 
actor en la demanda y estando a la prueba obrante en autos con anterioridad a la audiencia.” Quiere 
decir que se está a la prueba, y lo que no se haya probado no puede ser sentenciado en forma 
favorable, porque quizás ha sido objetado y demás cuando se contestó la demanda. El Juez tiene que 
evaluar, precisamente, porque se expresa: “estando a la prueba”. Aquí no se dice que es cierto todo lo 
que dijo el actor, sino que tiene por ciertos los hechos y está a la prueba; no obstante, puede tener la 
certeza en lo general y, en lo particular, en algún aspecto puede no coincidir con lo que ha demostrado 
o probado el actor. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece algo contradictorio. 


SEÑOR LEZAMA.- Debemos reconocer que efectivamente hay diferencias entre el tratamiento que se 
da a una y a otra parte, así como a las consecuencias de la ausencia. Por otro lado, tal como se 
expresa en el artículo 24, “Con la sola presentación de la demanda el letrado firmante quedará 
investido” de plenos poderes y con la posibilidad de sustituir la representación judicial. Quiere decir que 
no se trata de la imposibilidad de una de las partes de concurrir, sino que el abogado por sí mismo 
puede actuar en representación de su cliente y, eventualmente, este puede cambiarlo y nombrar a otro 
representante. Me parece que esta Comisión debe analizar si realmente el carácter tuitivo de estas 
disposiciones para el trabajador justifica esa diferencia de trato. En realidad, disponer el archivo no 
significa rechazar la demanda ni nada por el estilo, sino que es un mero trámite que no tiene 
consecuencias jurídicas, según esta redacción. Nuestra duda es si alcanza con eso. 


Por otro lado, no sé si no es contradictorio decir, concretamente, que la ausencia del 
demandado va a tener como consecuencia la condena cuando, al mismo tiempo, se agrega que se 
tendrá en cuenta lo que surja de la prueba. Creo que sería más justo -por lo menos técnicamente- decir 
que se trata de una presunción que el Juez debe tomar, pero no una presunción absoluta, porque si la 
prueba indica que todas las afirmaciones del actor no son correctas, de acuerdo con estas 
disposiciones podría rechazar la demanda aunque se habla de condenas preceptivas y, al mismo 


tiempo, se contempla la prueba. Me parece que sería más lógico pensar en una presunción y, si la 
prueba demuestra lo contrario, efectivamente terminaría en eso. 


SEÑOR MOREIRA.- Teniendo por válido ese razonamiento habría que cambiar la redacción, porque 
decir “teniendo por ciertos los hechos afirmados por el actor en la demanda” parece algo contradictorio. 
El texto debería ser otro porque esta afirmación cabría, por ejemplo, si están de acuerdo con la prueba 
O algo así. 


Reitero que parece algo absolutamente contradictorio porque, por un lado, se dice “teniendo 
por ciertos los hechos afirmados por el actor en la demanda” y, por otro, se agrega “y estando a la 
prueba obrante en autos con anterioridad a la audiencia”, como un apéndice. Insisto en que me parece 
infeliz la redacción y, si ese es el sentido, habría que cambiarla para que no sea tan contundente. 


SEÑOR ABREU.- Con ese mismo argumento y, más allá de dejar en claro que estamos en desacuerdo 
con el tratamiento diferente que establece, lo que sucede cuando el demandado no comparece es que 
el Juez queda habilitado para sentenciar de inmediato y, en ese caso, no necesariamente sentencia a 
favor o en contra, sino por una determinada posición. Por lo tanto, si lo ponemos dependiendo de la 
prueba porque se dice “y estando a la prueba obrante en autos con anterioridad a la audiencia”, puede 
suceder que dicha prueba no sea favorable al actor y, como consecuencia, estaría de más la frase que 
dice “teniendo por ciertos los hechos afirmados por el actor en la demanda”. 


SEÑOR MOREIRA.- Además, “la prueba obrante en autos” puede ser documental, porque no es 
testimonial y no se diligenció, de manera que la única prueba podría ser, por ejemplo, un recibo de 
pago. Insisto en que es prueba documental pero no testimonial, porque se va a diligenciar después. En 
definitiva, tiene por ciertos los hechos afirmados en la demanda, porque la prueba agregada -siguiendo 
mi ejemplo- será muy poca y puede ser una documentación, como una planilla de trabajo. 
Generalmente, en estos casos la prueba testimonial es muy importante, sobre todo si tiene por ciertos 
los hechos afirmados en la demanda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere afirmar que le parece correcta la redacción y piensa 
que está fundada en la experiencia que se tiene en materia laboral, porque los hechos afirmados en la 
demanda pueden ser generales y luego concretados en elementos de tipo probatorio. Por ejemplo, una 
persona puede afirmar que no se le pagó durante varios meses del año 1999, 2000 ó 2005 y luego se 
aportan documentos que prueban que esos meses eran agosto, setiembre, octubre o noviembre. Me 
parece que eso es lo que plantea el artículo, en caso de que la prueba obrante esté en autos con 
anterioridad a la audiencia. De ese modo la cuestión quedaría resuelta porque hay una inasistencia no 
justificada del demandado, que es lo que genera esta consecuencia. O sea, asistió a todas las otras 
instancias y no a esta, la de la audiencia única, que es la pieza clave de todo el proceso. Esto lo saben 
el demandado y su abogado que, por supuesto, está más atento al procedimiento. 


De modo que considero que hay que mantener la redacción tal como está. 


SEÑOR LEZAMA.- Respetando el espíritu de este artículo en cuanto a la protección al trabajador y a 
darle un trato diferente -porque las situaciones son distintas- me permito sugerir que se sustituya la 
expresión “estando la prueba obrante en autos” por otra, como por ejemplo, “salvo que la prueba 
obrante en autos, a juicio del tribunal, determine una decisión diferente”. La idea es dar al Juez la 
posibilidad de decidir si realmente la prueba resultante, que ya se produjo en autos, es suficiente para 
entender que no corresponde hacer lugar a la demanda, y no obligarlo a dictar una sentencia de 
condena manejándose en una situación un poco difusa. Creo que “estando la prueba” no sería la 
terminología correcta. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Parecería que las expresiones son contradictorias, porque si se toma por 
cierto, no se está a la prueba. Estar a la prueba supone un examen del Juez y luego un 
pronunciamiento. Acá se dice “teniendo por ciertos los hechos afirmados en la demanda y estando a la 
prueba”. Reitero, para mí son expresiones contradictorias, porque se está a la prueba o se determina 
por cierto y se considera que hay un desistimiento del demandado, un allanamiento directo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No estoy de acuerdo con el señor Senador. Pienso que lo redactado es 
congruente con lo expresado. Como ya expliqué, la prueba corrobora lo afirmado por el actor. Ahora 
bien, el planteo del actor puede ser general y la prueba que después presente indicar facetas que no 
estaban contempladas en la manifestación inicial de la demanda. Esta es la lectura que hago; no me 
parece que haya una contradicción. De lo contrario, tendría razón la oposición cuando dice que es 
contradictorio. Si se va a estar a la prueba, ¿por qué se dice que se darán por ciertos los hechos en 
caso de no comparecer? 


En consecuencia, pienso que la redacción que se da al artículo es correcta y congruente con 
lo que se quiere expresar. Por lo tanto, la voy a acompañar. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 14. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 15. 
(Se lee:) 


“Artículo 15.- SENTENCIA DEFINITIVA. El tribunal podrá dictar sentencia definitiva en la 
audiencia única o dentro de los veinte días siguientes a la misma, a cuyos efectos fijará fecha, sin 
necesidad de realizar otra convocatoria. 


En los procesos regulados por esta ley, las sentencias que condenen al pago de créditos 
laborales de cualquier naturaleza deberán establecer el monto líquido de los mismos, incluidas las 
multas, intereses, actualizaciones y recargos que correspondieren.” 


-En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Si bien el actor tiene que establecer con detalle los montos que reclama y la 
liquidación de su demanda, se nos ha señalado por parte de los Magistrados la dificultad que puede 
acarrear que la sentencia establezca el monto líquido, incluidos multas, intereses, actualizaciones y 
recargos, en situaciones en las cuales hay varios demandados en un mismo proceso. En ese caso, hay 
montos diferentes y la sede podría tener dificultades para liquidar con precisión los créditos que se 
reclaman -de repente se dan reclamaciones de 100 trabajadores con situaciones diferentes- más aún 
con esa exiguidad de plazo que tiene para la sentencia o la liquidación de todo sin asistencia; debemos 
partir de la base de que en los Juzgados Laborales no hay técnicos para poder ayudar a liquidar y que 
ello tiene que hacerlo el Juez. Esto en los hechos puede ser un impedimento para que se hagan bien 
las cosas, insisto, por la exiguidad del plazo y por la circunstancia de que en un solo proceso puede 
haber cien reclamantes con montos diferentes. Precisamente, la doctora Mangarelli dijo aquí -también 
lo hicieron los Magistrados en materia laboral- que en los hechos prácticamente puede darse la 
imposibilidad de proceder en ese sentido. Lo ideal sería poder liquidar, pero creo que en muchos casos 
no van a poder cumplir con esa norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que el artículo establece que “el tribunal podrá dictar sentencia 
definitiva en la audiencia única o dentro de los veinte días siguientes a la misma”, lo que quiere decir 
que el Juez tiene la posibilidad, si ve que es muy complejo cumplir con el inciso segundo, de no liquidar 
en la misma audiencia, sino dentro del plazo de veinte días. Es decir que al terminar con el juicio puede 
determinar luego el monto líquido de la sentencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Eso no es fácil, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que no es fácil, pero los Jueces están habituados a realizar 
estos procedimientos; están para eso. Además, tienen Secretarios y Actuarios que colaboran con él 
como para realizar este tipo de tareas. 


SEÑOR MOREIRA.- Actualmente no lo hace, sino que condena al pago de las horas extras, para 
luego calcularlas y ejecutarlas en otro proceso, no en el mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que aquí se da un plazo de veinte días para dictar la sentencia, con el 
criterio de darle un lapso mayor, para que no tenga que hacerlo en una audiencia única. En general no 
son centenares los demandados, pero si es así, se podría complicar. Normalmente, los demandados 
son uno o dos, y quizás un tercero. 


SEÑOR MOREIRA.- Me estoy refiriendo a los actores y no a los demandados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo, pero los actores han presentado en forma inicial, al 
entablar la demanda, el monto de la reclamación; es más, se les exige que lo hagan. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero no hay por qué atenerse a ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador, pero si estamos marcando el procedimiento, se estará o no 
se estará, porque si el demandado concurre y demuestra que no es esa la cantidad, sino otra, el 
Tribunal deberá optar, entonces, podrá tomarse la otra opción y no la que dijo el actor al principio. 
Pero a este último se le han dado todas las posibilidades para que en la demanda presente un reclamo 
concreto y específico, cosa que ya establece la ley desde el comienzo de la audiencia previa. 


SEÑOR ABREU..- En realidad, en este caso simplemente se acorta el régimen del Código General del 
Proceso en pocos días, por lo que no hay una diferencia sustancial. Sin embargo, el tema de fondo es 
que el Juez tendrá que dedicar más tiempo al cálculo y al análisis de los distintos rubros que se 
reclaman que para la redacción de la sentencia. Lo que buscamos aquí es el máximo de seguridad 
jurídica en cuanto a que muchas veces el Juez cuenta con la posibilidad de regirse por rubros muy 
concretos, pero también es muy común la pluralidad de demandantes y de actores. A su vez, es algo 
corriente que puedan existir rubros probados y no probados y que el Juez tenga que hacer el cálculo 
de los que están y de los que no están. Obviamente, esto le quita tiempo para poder ir al fondo del 
tema que es, precisamente, la seguridad jurídica y una mejor administración de Justicia. Por esta 
razón, más allá de que las modificaciones son mínimas porque estamos hablando de pocos días, 
destacamos que se hacen presunciones cuando se afirma aquí que los jueces deberían trabajar con 
más celeridad y que a veces no lo hacen. Se ha dicho que el tema pasa por hacer el esfuerzo de 
realizar liquidaciones, cuando en realidad no son tan sencillas como puede pensarse, porque solo lo 
son cuando los rubros son sencillos. No obstante, cuando los actores son muchos y hay distintos 
rubros, algunos probados y otros no, se obliga al Juez a perder el tiempo que tiene para administrar 
justicia debidamente. En síntesis, destaco que nosotros somos partidarios de dejar el régimen como 
está, porque la abreviación es por muy pocos días y eso no cambia la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros hemos expresado nuestras razones, pero destaco que por las 
palabras del señor Senador podría concluirse que se trata solamente del trabajo del Juez y no se tiene 
en cuenta a sus asesores, al Actuario y a sus funcionarios, que son quienes trabajan en el Juzgado. 
Quienes hemos estado en esta práctica, tanto de un lado como del otro del despacho, sabemos que el 
Juez no actúa solo sino que está asesorado por su Actuario, su Secretario o por los funcionarios que 
están especializados en esta materia. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 16. 


(Se lee:) 


“Artículo 16.- ACTUALIZACIÓN MONETARIA E INTERÉS LEGAL. En los procesos regulados 
por esta ley, el monto líquido del crédito reconocido por sentencia generará un interés del seis por 
ciento anual contado desde la fecha de su exigibilidad, además de la actualización monetaria prevista 
en el Decreto - Ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1974 y de los daños y perjuicios establecidos por el 
artículo 4” de la Ley N* 10.449, de 12 de noviembre de 1943.” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera citar una reflexión que realizó la doctora Mangarelli, que es bastante 
interesante porque intenta limitar el alcance de estas normas y propone que luego de “8 de marzo de 
1974”, se establezca “sin perjuicio”, y que luego de “12 de noviembre de 1943”, la frase termine 
diciendo: “para el caso de los rubros solo de naturaleza salarial”. El fundamento de esta propuesta es 
que si se deja la redacción actual del proyecto, podría interpretarse que, en los procesos laborales, 
todos los créditos reconocidos por sentencia dan lugar a daños y perjuicios, dado que la primera parte 
del artículo 16 hace referencia a los procesos regulados por esta ley y al monto líquido que es 
reconocido por sentencia. La doctora Mangarelli agrega que, sin embargo, el artículo 4% de la Ley N* 
10.449 solo hace referencia a salarios, habiendo sido interpretado por la jurisprudencia de modo 
amplio, abarcando todo crédito de naturaleza salarial. También agrega que si se deja la actual 
redacción, podría interpretarse que los créditos reconocidos por sentencia, referidos a rubros 
indemnizatorios, por ejemplo, indemnización por despido o daño moral por despido abusivo, también 
llevan los daños y perjuicios de la Ley N* 10.449, porque el texto del proyecto hace referencia al monto 
líquido reconocido por sentencia sin distinguir. 


Por eso, para que quede claro, entendemos que en la redacción del artículo 16, donde dice 

“además de la actualización monetaria prevista en el Decreto - Ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1974”, 

habría que agregar “sin perjuicio de los daños y perjuicios establecidos por el artículo 4% de la Ley 
N* 10.449 para el caso de los rubros de naturaleza salarial”. 


SEÑOR LEZAMA.- Me parece que el artículo es correcto, porque lo que dice es que el monto líquido 
del crédito, que va a generar un interés del 6% anual, además de la actualización, incluye los daños y 
perjuicios establecidos en el artículo 4% de la ley. La clara intención de esta disposición es que aun 
sobre esos rubros corra el interés y la actualización. Eso es lo que expresa el artículo, dándole una 
protección adicional al trabajador. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo que decía el señor Senador Abreu, recogiendo la opinión de la doctora 
Mangarelli, me parece muy fuerte. El monto líquido del crédito reconocido por sentencia es para todos 
los rubros y no sólo para los de naturaleza salarial; podría tratarse de una indemnización por despido, 
que no tiene esa naturaleza. En consecuencia, el daño y perjuicio que establece esta ley -el artículo 4 
de la Ley N* 10.449- es un 50% y, en la actualidad, sólo se aplica a los rubros de naturaleza salarial. 
En este caso, habida cuenta de la forma en que se redactó el artículo, da la impresión de que abarcaría 
toda la pretensión del actor, porque se habla del monto líquido del crédito reconocido por sentencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que hay un error en la interpretación de la disposición de la Ley N* 
10.449, porque no dice lo que expresa el Senador. Estoy de acuerdo con lo que señalaba el Senador 
Lezama, porque es sobre el conjunto, inclusive sobre el monto de los daños y perjuicios. 


La ley del 12 de noviembre de 1943 es explícita porque, incluso, establece que los daños y 
perjuicios serán fijados por el Juez que dicte la sentencia definitiva, teniendo en cuenta el número de 
familiares a cargo del obrero perjudicado, el tiempo de trabajo durante el cual el empleado dejó de 
percibir el salario mínimo correspondiente y la diferencia entre la tasa de los salarios acordados al 
trabajador según planilla y la mínima señalada en el certificado a que se refiere el inciso anterior. 
Además, agrega que en ningún caso los daños y perjuicios podrán ser evaluados en más del 50%. Ese 
sería el tope y no lo preceptivo; al contrario, se pone un límite. 


Por lo expresado, entiendo que lo que se desprende de la lectura es completamente distinto 
de la interpretación que hizo el señor Senador Moreira. 


SEÑOR ABREU.- Creo que el tema se basa en que se está cambiando el criterio de los daños y 
perjuicios de la Ley N* 10.449. El criterio se refiere a que los daños y perjuicios son aplicables a los 
créditos de naturaleza salarial, pero cuando le damos una amplitud mayor, la interpretación podría ser 
que no sólo se refiere a los créditos de naturaleza salarial, sino también a todos los rubros 
indemnizatorios como, por ejemplo, la indemnización por despido, daño moral o despido abusivo, que 
también están incorporados a los daños y perjuicios que establece la Ley N* 10.449, en su artículo 4". 
Esto es así porque el texto del proyecto se refiere al monto líquido reconocido por la sentencia. 
Entonces, tenemos que saber cuál es el criterio. ¿El criterio del proyecto es dar daños y perjuicios no 
solo a los créditos de naturaleza salarial sino también a todos los demás? Muy bien; entonces es un 
problema de interpretación. Pero si esto no es así, debe quedar claro que el artículo 4% de la Ley 
N* 10.449 se aplica exclusivamente en materia de daños y perjuicios a los créditos de naturaleza 
salarial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que está clara la diferencia de criterios expuestos, por un lado, por 
el señor Senador Lezama, y por otro, por los señores Senadores Abreu y Moreira. Es evidente que se 
toma como referencia el artículo 4% de la Ley N* 10.449, en materia de daños y perjuicios, pero se lo 
hace comprender el monto líquido de las sentencias, que alcanza no solo a los salarios sino también a 
todas las otras cosas que sean reclamadas porque, de lo contrario, no hay un monto líquido. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 17. 
(Se lee:) 


“Artículo 17.- APELACIÓN Y SEGUNDA INSTANCIA. El plazo para interponer el recurso de 
apelación contra la sentencia definitiva de primera instancia será de cinco días perentorios e 
improrrogables contados desde la fecha de dictada. Si la sentencia se dictare en audiencia, el recurso 
deberá ser anunciado en la misma audiencia disponiendo de cinco días perentorios e improrrogables 
para expresar y fundar por escrito los agravios. Si la sentencia se dictare fuera de audiencia, el recurso 
será interpuesto por escrito fundado en el que se expresarán los agravios y sus fundamentos. 


Si la sentencia fuera de condena, el apelante deberá depositar el cincuenta por ciento del 
monto a la orden del Juzgado y bajo el rubro de autos. En caso de no cumplirse con este requisito, la 
apelación será rechazada sin más trámite y se tendrá por desistido al apelante. 


Del recurso de apelación se dará traslado a la contraparte por el término de cinco días 
perentorios o improrrogables. 


Evacuado el traslado o vencido el término para hacerlo, se elevará el expediente ante el 
Tribunal que corresponda en un plazo no mayor a los cinco días hábiles. 


El superior dictará sentencia dentro de los treinta días contados desde que los autos hayan 
ingresado al tribunal; en caso de discordia dicho plazo se extenderá proporcionalmente. Recibidos los 
autos por el Tribunal, en plazo de cuarenta y ocho horas se señalará la fecha del acuerdo dejándose 
constancia y serán pasados a estudio simultáneo durante siete días corridos. Finalizado el estudio, se 
considerará en el acuerdo y acordada sentencia, será dictada en plazo de diez días. En caso de 
discordia, en el mismo acuerdo se sorteará la integración y reunidos los votos necesarios, se dictará 
sentencia en el mismo plazo.” 


-En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Estamos absolutamente en contra de este artículo. Creemos que el plazo es 
demasiado corto. No veo la razón por la cual se fija dicho plazo en cinco días; se podría mantener el 
actual término para apelar. Y lo más novedoso es que se debe depositar el cincuenta por ciento del 
monto para poder apelar. Creemos que hay tachas de inconstitucionalidad en ese aspecto. El principio 
de igualdad está absolutamente vulnerado, porque si la sentencia es de condena y se tiene que 
depositar el cincuenta por ciento, todos sabemos que muchas veces hay reclamaciones -que forman 
parte de las costumbres litigiosas del Uruguay- que se hacen por montos exorbitantes. Entonces, si 
alguna sentencia recoge ese aspecto, dejaría totalmente fuera de concurso a alguna persona. Hay 
muchas revocaciones de sentencia, por lo que me parece que no hay que exigir un depósito del 
cincuenta por ciento. Imaginemos, por ejemplo, una acción presentada por muchos trabajadores, la 
cual puede corresponder a un monto absolutamente inalcanzable para el demandado, situación que lo 
dejará sin posibilidad de esgrimir su defensa. Por tanto, considero que este artículo no tiene justificativo 
porque puede mediar, por ejemplo, condena por pago de costos y costas procesales, o se puede 
actuar con malicia temeraria. Hay condenas procesales que también son caras para quien actúa 
temerariamente en un juicio o haciendo chicanas. Y, a su vez, creemos que obligar a depositar el 
cincuenta por ciento del monto para poder apelar vulnera todas las garantías. 


SEÑOR ABREU.- En el mismo sentido de lo recién expresado, quiero decir que varios de los 
comparecientes han advertido que esto puede significar una inconstitucionalidad al vulnerar la igualdad 
de las partes frente al proceso. 


Por otro lado, está lo relativo a la apelación. Con respecto a este tema, partimos de la base de 
que si bien es cierto que hay una relación tuitiva del Derecho Laboral, también lo es que a veces los 
empleadores son más débiles que los empleados. Cuando se trata de un micro, pequeño o mediano 
empresario que solicita un despido o al que se le hacen reclamos laborales, puede estar en peores 
condiciones para hacer frente a muchas obligaciones de su vida diaria, que el propio trabajador. 
Entonces, en ese proceso de igualdad, al exigirle un depósito determinado para poder apelar, se 
agudiza una asimetría, ya no en el caso de grandes empresas respecto de sus obreros sino en 
relaciones que a veces son iguales o hasta desiguales por la situación en la que se encuentran 
muchísimas de las miles y miles de micro y pequeñas empresas del país que tienen uno o dos 
empleados y a los que se les limita la capacidad de apelar. Aparte de esto, también consideramos que 
se trata de una norma inconstitucional. Nosotros partimos de la base de que, no sólo desde el punto de 
vista social, sino constitucional, hay que buscar un principio o una norma que, sin perjuicio de la 
relación tuitiva del Derecho Laboral, no vaya contra la realidad y termine perjudicando a muchos 
actores que son más débiles en la vida social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 18. 
(Se lee:) 


“Artículo 18.- OTROS RECURSOS. Las resoluciones que resuelvan los incidentes serán 
apelables con efecto diferido en la forma prevista en el párrafo final de este artículo. 


Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 12 y 14 numeral 4 de la presente ley, contra 
todas las demás providencias que se dicten durante el proceso no se admitirá otro recurso que el de 
reposición. Este recurso deberá interponerse en audiencia si la resolución se dicta en la misma, o 
dentro de los tres días si la resolución se dictará fuera de audiencia. 


El recurso de reposición interpuesto contra la sentencia interlocutoria dictada fuera de la 
audiencia se sustanciará con un traslado de tres días”. 


-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 19. 
(Se lee:) 


“Artículo 19.- AMBITO DE APLICACIÓN. Los asuntos cuyos monto total no supere la suma 
de $ 81.000, que será actualizada anualmente por la Suprema Corte de Justicia, se sustanciarán en 
instancia única, por el procedimiento establecido en los artículos siguientes”. 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Quiero señalar que nosotros somos partidarios de la segunda instancia en este 
tema. Estimamos que la instancia única no ofrece las garantías necesarias para el trabajador porque, 
en caso de que sea contraria a sus intereses, realmente lo va a afectar. Creemos que esto va contra la 
filosofía y la exposición de motivos del proyecto. Se debe tener en cuenta, además, que el Tribunal de 
Primera Instancia no está compuesto por varios Jueces sino por uno, y con la contestación por escrito 
del demandado, a veces el trabajador no está en conocimiento concreto de la posición de la empresa. 
Pensamos que en juicios de esta naturaleza, si no se le abre al trabajador la posibilidad de apelar 
después de la sentencia en primera instancia, se lo va a perjudicar, lo que va en contra de la filosofía 
que se supone inspira este proyecto de ley. Esas son las razones por las cuales no estamos de 
acuerdo con este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
- 4 en 7. Afirmativa. 


Por Secretaría se me informa que se corregirá el artículo votado poniendo los números en 
letras, porque así procede; es la técnica que se utiliza. 


Léase el artículo 20. 
(Se lee:) 


“Artículo 20.- DEMANDA. La demanda se deducirá por escrito en la forma prevista en el 
artículo 8” de esta ley.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 21. 


(Se lee:) 


“Artículo 21.- TRASLADO DE LA DEMANDA Y CONVOCATORIA A AUDIENCIA ÚNICA. 
Interpuesta la demanda y dentro de las cuarenta y ocho horas de recibida, el tribunal proveerá: 


1) Ordenando el traslado y emplazamiento del demandado, previniéndolo que deberá 
concurrir a la audiencia única munido de toda la prueba que pretenda ofrecer. 


2) Convocando a las partes a la audiencia única en un plazo no mayor a los diez días 
contados a partir de la fecha de la presentación de la demanda. 


Examinando los medios probatorios ofrecidos por el actor y ordenará el diligenciamiento de la que 
corresponda, instrumentando todos los mecanismos necesarios para que ello se agote en la audiencia 
única.” 


-En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero hacer una pregunta con respecto al primer numeral. Allí dice: “Ordenando 
el traslado y emplazamiento del demandado, previniéndolo que deberá concurrir a la audiencia única 
munido de toda la prueba que pretenda ofrecer”. ¿La palabra “munido” abarca a los testigos? “Munido 
de testigos” o “munido de prueba testimonial” no parecen ser expresiones muy adecuadas. El término 
parece referirse a la prueba documental, ¿no es así? Como dije, no parece apropiado para la prueba 
testimonial. ¿No puede llevar testigos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que sí. 
SEÑOR MOREIRA.- Pero esto no surge con claridad aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la Comisión vamos a darle la interpretación de que se entiende que puede 
llevar a los testigos. 


SEÑOR MOREIRA.- Podríamos cambiar el término. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, la interpretación que le demos aquí va a ser auténtica, es la de quienes 
hacen las leyes; así la llamábamos, en mis tiempos, en la Facultad. 


SEÑOR LEZAMA.- Me parece que el inciso tercero no está bien. Allí dice: “Examinando los medios 
probatorios ofrecidos por el actor y ordenará” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Parece más lógica la expresión “y ordenando”. Trataremos de redactarlo 
mejor. 


SEÑORA DALMÁS.- Creo que falta un verbo o una palabra, pero no me doy cuenta cuál puede ser. 
Cuando se expresa: “y ordenará el diligenciamiento”, parece que hay una acción previa. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- A mi juicio, sobra la letra “y”. 
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SEÑOR LEZAMA.- Si no queremos utilizar el término “ordenando”, creo que sobra la “y”. Entonces, 
suprimirla sería suficiente. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Hay que hacer referencia a “los que corresponda”, empleando el plural. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 21, con las modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 


-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 22. 
(Se lee:) 


“Artículo 22.- AUDIENCIA ÚNICA. Las partes deberán comparecer a la audiencia en forma 
personal, salvo que a juicio del Tribunal exista motivo justificado que habilite la comparecencia por 
representante. 


La inasistencia no justificada del actor a la audiencia, determinará el archivo de los autos. En 
caso de inasistencia no justificada del demandado, el Tribunal dictará sentencia de inmediato teniendo 
por ciertos los hechos afirmados por el actor en la demanda. 


En la audiencia se cumplirán las siguientes actividades. 


1) El demandado contestará la demanda y podrá oponer excepciones. En 
ningún caso, podrá reconvenir o solicitar el emplazamiento de terceros. 


2) De las excepciones se dará traslado al actor quien deberá contestar en la 
audiencia y todas serán resueltas en la sentencia definitiva. 


3) El tribunal tentará la conciliación y en caso de no prosperar, fijará el objeto del 
proceso y de la prueba y acorde con ello la recibirá. 


4) Oirá los alegatos de ambas partes y dictará sentencia en la misma audiencia 
o dentro del plazo de seis días a cuyos efectos fijará fecha sin necesidad de realizar otra 
convocatoria.” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Como corolario de muchos comentarios que hemos realizado, proponemos eliminar 
el primer y segundo inciso, así como los numerales 1) y 2). De ser así, el artículo comenzaría en el 
numeral 3) y expresaría: “El tribunal tentará la conciliación y en caso de no prosperar, fijará el objeto 
del proceso y de la prueba y acorde con ello la recibirá. 


Oirá los alegatos de ambas partes y dictará sentencia en la misma audiencia o dentro del 
plazo de seis días a cuyos efectos fijará fecha sin necesidad de realizar otra convocatoria.” 


Creemos que la contestación de la demanda debe hacerse por escrito y no -como se expresa 
en la iniciativa- en la audiencia. Además, nos parece que aquí el actor pierde garantías cuando se le 
exige contestar las excepciones oralmente en la audiencia, en el acto. El actor debería estar mejor 
protegido frente a estos temas, porque se supone que es la parte más débil y tiene que contestar 
oralmente las excepciones que se le plantean en la misma audiencia. Debería existir un plazo o un 
sistema -como nosotros proponemos- en el que se elimine todo para que, por escrito, el actor pueda 
tener mayor garantía. 


Continuamos insistiendo en que no admitir el recurso de apelación para los casos de menor 
cuantía es un error y, además, afecta las garantías de ambas partes y también de la más débil, que es 
la del actor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejamos constancia de que el artículo 22 reitera los mismos criterios que se 
utilizaron para los juicios de mayor cuantía, por llamarlos de alguna manera. Se trata de un artículo 
estructurado que, por la dimensión del reclamo y como se verá en el artículo 23, además admite el 
recurso de reposición. Quiere decir que una vez dictada la resolución se puede interponer el recurso de 
reposición. Lo que sucede es que es un juicio de menor cuantía, que tiene un techo de $ 81.000, pero 


que normalmente va a ser menor. Casi todo el texto es prácticamente la repetición de lo que hemos 
votado en los otros artículos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 23. 
(Se lee:) 


“Artículo 23.- RECURSOS. Las resoluciones dictadas en el curso del proceso solo admitirán 
el recurso de reposición”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Entramos en el Capítulo VI, Disposiciones Generales. Léase el artículo 24. 
(Se lee:) 


“Artículo 24.- REPRESENTACIÓN JUDICIAL.- Con la sola presentación de la demanda el 
letrado firmante quedará investido de la representación judicial del trabajador con las más amplias 
facultades de disposición, salvo la cesión de créditos. En todo momento podrá dejar sin efecto o 
sustituir esta representación judicial”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 25. 
(Se lee:) 


“Artículo 25.- NOTIFICACIONES. Con excepción del auto que ordena el traslado de la 
demanda, emplazamiento y la convocatoria a la audiencia única, que será notificado personalmente en 
el domicilio del demandado, todas las demás providencias se notificarán en la oficina, en los términos 
del primer párrafo del artículo 86 del Código General del Proceso”. 


-En consideración. 


Léase el primer párrafo del artículo 86 del Código General del Proceso. 


(Se lee:) 
“Artículo 86. - Notificación ficta en la oficina. 


Si la notificación se retardare tres días hábiles por falta de comparecencia del interesado, se 
tendrá por efectuada, sin necesidad de constancia alguna en los autos”. 


SEÑOR ABREU.- Creo que este artículo es innecesario, porque con la notificación electrónica se 
elimina cualquier tipo de dilación. Ya que estamos en la modernidad, me parece que bastaría con la 
notificación electrónica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De pronto el abogado no tiene computadora y, por lo tanto, no se entera. 


SEÑOR ABREU.- Eso demuestra que las lentitudes en el ámbito judicial a veces vienen más por el 
lado de los problemas administrativos que por los plazos que se quieren acortar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los trabajadores judiciales son gente formidable y hacen todo lo que pueden. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 25. 

(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 26. 

(Se lee:) 


“Artículo 26.- PLAZOS. Todos los plazos previstos en la presente ley son perentorios e 
improrrogables”. 


-En consideración. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Simplemente solicito aclaración porque se dice que todo plazo es perentorio 
e improrrogable. Por ejemplo, si en la audiencia se presenta un recibo de pago y la otra parte alega 
que la firma es falsa, se requerirá un peritaje. ¿Cómo funciona esto en los hechos, cuando los plazos 
son improrrogables y perentorios? Puse como ejemplo una situación que es bastante común. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el entendido de la Presidencia -puede ser que haya otra interpretación- los 
plazos que están previstos en la presente ley son para contestar la demanda y dictar sentencia, dentro 
de los cuales se puede presentar algún recurso de reposición. No hay más plazos en los cuales se 
pueda uno afirmar para decir, por ejemplo, que en determinado caso el Juez debe tener latitud para 
fijar otros; son muy concretas las situaciones que se dan. Entonces, se dice que los plazos son 
“perentorios e improrrogables” porque se supone que se está tratando de acortar el proceso, y no de 
extenderlo. 


En realidad, considero que si este artículo se elimina, no se altera en nada el espíritu de la 
norma, pero lo vamos a dejar para que nadie se llame a engaño en cuanto a que se puedan prorrogar 
los plazos. Al no establecerse que se pueden prorrogar, queda implícito que no se habilita esa 
posibilidad. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 26. 


(Se vota:) 


-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 27 con el texto sustitutivo. 
(Se lee:) 


“Artículo 27.- EJECUCIÓN DE SENTENCIA.- La ejecución de sentencia se llevará a cabo en 
los Juzgados especializados que hayan conocido en el proceso de conocimiento. En caso de concurso, 
se estará a lo dispuesto por la Ley N* 18.387, de 23 de octubre de 2008”. 


-En consideración. 


Esto fue lo que se planteó oportunamente para hacer concordar esta disposición con la ley de 
concurso. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 28. 

(Se lee:) 


“Artículo 28.- GRATUIDAD. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1%, todas las 
actuaciones administrativas y judiciales serán gratuitas para la parte trabajadora, incluidos impuestos y 
tasas registrales y catastrales, expedición de testimonios o certificados de partidas y sus 
legalizaciones.” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera hacer una precisión conceptual. En realidad, en un litigio se encuentran la 
parte actora y la parte demandada. Por tanto, en lugar de “parte trabajadora”, debería decir “parte 
actora”, ya que “trabajadora” es la calificación que se hace de una de las partes. Lo cierto es que, 
reitero, las dos partes de un litigio son el actor y el demandado, y así lo establece el propio Código 
General del Proceso, que no dice que actúa el “trabajador”, sino la “parte actora”, que representa sus 
derechos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo, señor Senador. Si no hay objeciones, se va a votar el 
artículo 28 con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 29. 
(Se lee:) 


“Artículo 29.- MULTA. La omisión de pago de los créditos laborales generará 
automáticamente, desde su exigibilidad, un recargo del 20% sobre el monto del crédito adeudado.” 


-En consideración. 


SEÑORA DALMÁS.- Hace poco votamos en el Senado una iniciativa que refiere al pago de los 
créditos laborales, en la que se exigen determinados porcentajes para la multa por omisión de pago. 
En ese proyecto de ley -que no sé si ya fue votado en ambas Cámaras- se establece un recargo del 
10% por ese concepto. Entonces, para ser congruentes con ello, deberíamos llevar este porcentaje 
también al 10%. 


SEÑOR ABREU.- Quiero referirme a una reflexión que hiciera la doctora Mangarelli en cuanto al 
cálculo del 20%. 


El artículo se refiere al crédito adeudado y la propuesta que podemos acompañar es el monto 
ya modificado sobre el concepto de salarios mínimos establecidos por los Consejos de Salarios. En 
muchos casos ayuda saber si se adeuda o no determinado rubro, como horas extras, cálculo de las 
primas, indemnización por despido, daños y perjuicios, entre otros, por los que no corresponde fijar una 
multa. Tratándose de salarios mínimos, la propuesta es distinta porque, por lo general, el empleador 
conoce los montos que tiene que pagar. 


Por lo tanto, proponemos que la multa se aplique sobre el concepto del salario mínimo 
establecido por el Consejo de Salarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 29 entiende por créditos laborales los que surgen de la sentencia. 
En base a la exigibilidad de esos créditos laborales dictaminados por la sentencia, se aplica el recargo 
del 10% y no sobre el salario mínimo. Pienso que, en ese caso, estaríamos desvirtuando 
absolutamente toda la razón de ser del proceso laboral que se está llevando adelante. 


SEÑOR ABREU..- Si el señor Presidente me permite, creo que tenemos otra interpretación. En el caso 
del crédito laboral, la multa se aplica a partir de su exigibilidad y ésta no depende de la sentencia, sino 
de la certeza, particularmente de los salarios mínimos que se deben. Entonces, la multa debería 
aplicarse sobre aquellos salarios mínimos que se establecen y que son exigibles, pero no sobre 
aquellos que todavía no tienen la certeza porque no están identificados; o sea, no es la sentencia la 
que determina, sino la exigibilidad, que es ajena al pronunciamiento judicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comprendí perfectamente bien la distinción; sin embargo, no estoy de 
acuerdo porque la exigibilidad es fijada por la sentencia, que dice que a partir de tal situación es 
exigible el crédito. Recién a partir de ahí se puede empezar a aplicar el recargo o multa, tal como figura 
en el “nomen iuris”, aunque después a la sanción se la denomina recargo. 


SEÑOR SANGUINETTI.- ¿Esto es sin perjuicio de la actualización, de los intereses y, eventualmente, 
de los daños y perjuicios? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si, señor Senador, así es. 
-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 30. 
(Se lee:) 


“Artículo 30.- INTERPRETACIÓN. Las normas procesales deberán ser interpretadas 
conforme a los principios enunciados en el artículo 1 de la presente ley y a los principios y reglas que 
integran el bloque de constitucionalidad (artículos 72 y 332 de la Constitución).” 


-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 31. 
(Se lee:) 


“Artículo 31.- INTEGRACIÓN. Todo lo que no esté previsto en la presente ley se regirá por lo 
dispuesto en las disposiciones especiales en materia laboral y en el Código General del Proceso en 
cuanto sea aplicable, se ajuste a lo dispuesto en los artículos 1 y 30 de esta ley y no contradiga los 
principios del Derecho del Trabajo.” 


-En consideración. 


Quiero dejar constancia de que, justamente de acuerdo con el análisis de todo el texto y con 
las observaciones formuladas al principio, en las consultas con el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social se nos hizo ver que en todo lo que no está previsto se aplican las normas del Código General 
del Proceso y que no hay una proscripción de dicho Código. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 32. 


(Se lee:) 


“Artículo 32.- DISPOSICIÓN TRANSITORIA. La presente ley se aplicará a las reclamaciones 
iniciadas a partir de su entrada en vigencia, aun cuando se hubiesen promovido procesos 
preliminares con anterioridad.” 


-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 


La Comisión ha culminado con la consideración de este proyecto de ley y se elevará al 
Plenario. 


Corresponde elegir el miembro informante. La Presidencia propone a la señora Senadora 
Dalmás. 


SEÑORA DALMÁS..- Propongo al señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, quedo designado para hacer el 
informe correspondiente. 


(Apoyados) 


-La Presidencia quiere plantear a los miembros que en el orden del día está a consideración 
la famosa ley de reparación integral. Luego se verá si se denomina así o de otra manera. 


SEÑOR MOREIRA.- La ley de abreviación de los procesos laborales que acabamos de votar, ¿se va a 
considerar en el Plenario en el día de mañana? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo ningún inconveniente, pero hay que preparar un informe verbal de 
un tema bastante delicado y no sé si dará el tiempo. 


SEÑOR MOREIRA.- Entonces, podría incluirse en la primera sesión ordinaria del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo, señor Senador, en que el día 7 de julio se considere en el 
Plenario el proyecto de ley sobre abreviación de procesos laborales que acabamos de aprobar. 


La Presidencia cree que, en primer lugar, deberíamos dedicar una sesión para considerar en 
general el proyecto de ley de reparación, y luego fijar otra sesión para las audiencias y recibir a todas 
las organizaciones o individuos que han solicitado concurrir. Entonces, si se trata de una persona sola, 
le damos un tiempo de cinco minutos, y si se trata de una organización, le podemos dar diez, por lo 
que en una sesión de dos horas podemos terminar con las diez o doce audiencias que se han 
solicitado. Propongo esto porque, de lo contrario, cada uno de los señores Senadores tendrá que 
atender a cada una de las organizaciones y creo que sería mejor que quedara constancia de las 
propuestas de modificación en la versión taquigráfica. Evidentemente, esto tenemos que hacerlo 
porque es un tema muy delicado que preocupa a muchos sectores. 


En consecuencia, si los señores Senadores están de acuerdo, el próximo martes 
procederíamos a considerar en general el proyecto de ley. 


SEÑOR MOREIRA.- Lamentablemente no voy a estar presente en esa sesión, por lo que solicito que 
se realice el martes 7 de julio. 


SEÑOR PRESIDENTE..- En ese caso, postergaríamos la próxima sesión de la Comisión para el martes 
7 de julio. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 51 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


